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… esta Sala del Tribunal desde su pronunciamiento del 12 de diciembre de 2018, en el proceso ejecutivo adelantado, contra la misma demandada por Luz Elena Muñoz Villegas, radicación abreviada: 001-2014-00559-01, por mayoría de sus integrantes acogió la línea jurisprudencia trazada por el máximo órgano de la especialidad laboral en sede de tutela, en sus sentencia STL8189 y STL14357 de 2018, en el sentido de sentar la improcedencia de la ejecución judicial, a partir del momento en que la ejecutada entró en liquidación, habiéndose informado tal estado a los juzgados, en orden a que se finalice el trámite judicial que se estuviere adelantando, y se dejen de iniciar contra tales entes el respectivo proceso ejecutivo.

Mandato que, se plasmó en el literal d) del artículo 6 de la Ley 1105 de 2006, profiriéndose la orden de supresión y liquidación del Instituto de Seguros Sociales, mediante decreto 2013 de 2012, adicionado por sus prórrogas dispuestas por los decretos 2115 de 2013, 652 y 2714 de 2014. Culminando tal proceso liquidatorio el 31 de marzo de 2015, atendiendo las previsiones del decreto 0553 de 27 de marzo del citado año.

SALVAMENTO DE VOTO: DOCTORA ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Finalmente… jamás las normas que regulan la liquidación de entidades le quitan la competencia a los jueces de la república de hacer efectiva las sentencias que profieran con posterioridad a la liquidación de las entidades públicas, ni menos que de tales procesos conozcan las fiduciarias encargadas de administrar el patrimonio autónomo de remanentes como se dejó sentado en el auto del cual me aparto. A lo sumo, durante el proceso de liquidación y sólo mientras éste dura, los jueces pierden temporalmente competencia para continuar procesos ejecutivos o para iniciarlo por obligaciones adquiridas con anterioridad a la toma de posesión de la entidad que se va a liquidar.
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

OBJETO.

En Pereira, a los siete (07) días del mes de febrero de dos mil diecinueve (2019), siendo las once y quince de la mañana (11:15 a.m.), reunidos en la Sala de Audiencias las magistradas y el magistrado de la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, el ponente declara abierto el acto, que tiene por objeto resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra el auto proferido el 5 de julio de 2018 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, mediante el cual declaró no probadas las excepciones de prescripción y pago propuestas por la parte ejecutada, dentro del proceso ejecutivo a continuación del ordinario laboral promovido por Sandra Milena Betancourt Aristizabal al Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales.
IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES.
INTRODUCCIÓN.

Con auto del 13 de marzo de 2017, se libró orden de pago a favor de la señora Betancourt Aristizabal, teniendo como base de recaudo las sentencias de primera y segunda instancia de 20 de noviembre de 2014 y 13 de octubre de 2016 respectivamente, mediante las cuales se condenó al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar la diferencia salarial, prestaciones sociales, vacaciones, indemnización moratoria del artículo 1 del Decreto 979 de 1949, indemnización por despido injusto, aportes a pensión y salud y las costas del proceso.

Surtido el trámite propio del proceso ejecutivo, la entidad propuso las excepciones de pago y prescripción, las que mediante audiencia de 5 de julio de 2018 se declararon no probadas por cuanto no se acreditó pago alguno y no han transcurrido los 5 años que se tiene para la prescripción, por lo que se siguió adelante con la ejecución.
El ejecutante estuvo inconforme con la decisión anotada, por lo que interpuso y sustento el recurso de apelación, indicando que solo es vocera del patrimonio de remanentes y por lo tanto no es la llamada a responder en el proceso, siendo evidente la falta de legitimación por pasiva.
CONSIDERACIONES.
Le correspondería a esta Sala determinar si le asistió o no razón a la a-quo al declarar no probadas las excepciones de prescripción y pago, en este proceso ejecutivo, sin embargo, ello no será posible dado que se ofrece un obstáculo insalvable para emitir la resolución de fondo en tal sentido, en frente de la presencia de una causal de nulidad como pasa a estudiarse.
En efecto, esta Sala del Tribunal desde su pronunciamiento del 12 de diciembre de 2018, en el proceso ejecutivo adelantado, contra la misma demandada por Luz Elena Muñoz Villegas, radicación abreviada: 001-2014-00559-01, por mayoría de sus integrantes acogió la línea jurisprudencia trazada por el máximo órgano de la especialidad laboral en sede de tutela, en sus sentencia STL8189 y STL14357 de 2018, en el sentido de sentar la improcedencia de la ejecución judicial, a partir del momento en que la ejecutada entró en liquidación, habiéndose informado tal estado a los juzgados, en orden a que se finalice el trámite judicial que se estuviere adelantando, y se dejen de iniciar contra tales entes el respectivo proceso ejecutivo.

Mandato que, se plasmó en el literal d) del artículo 6 de la Ley 1105 de 2006, profiriéndose la orden de supresión y liquidación del Instituto de Seguros Sociales, mediante decreto 2013 de 2012, adicionado por sus prórrogas dispuestas por los decretos 2115 de 2013, 652 y 2714 de 2014. Culminando tal proceso liquidatorio el 31 de marzo de 2015, atendiendo las previsiones del decreto 0553 de 27 de marzo del citado año.

Allí fungió como liquidadora la Fiduprevisora S.A.

La perentoria prohibición de continuar los procesos ejecutivos que se venían adelantando, o la iniciación de otros, no es temporal sino que es definitiva, como se puede colegir de los fallos de la alta Corporación judicial, puesto que igual que el proceso que acá se adelanta, la entidad liquidadora a la finalización de tal etapa, celebró el contrato de fiducia, en este caso con la Fiduagraria S. A., para que con los bienes fideicometidos, integrase un patrimonio autónomo, para la administración y enajenación de los activos transferidos. Ello de conformidad con el artículo 19 de la Ley 1105 de 2006, modificatorio del 35 de Decreto Ley 254 de 2000, cuyo tenor es el siguiente:

“Artículo 35. A la terminación del plazo de la liquidación, el liquidador podrá celebrar contratos de fiducia mercantil con una entidad fiduciaria por el cual se transferirá activos de la liquidación con el fin de que la misma los enajene y destine el producto de dichos bienes a los fines que en el inciso siguiente se indican. La entidad fiduciaria contratista formará con los bienes recibidos de cada entidad en liquidación un patrimonio autónomo.

La entidad fiduciaria destinará el producto de los activos que les transfiera el liquidador a pagar los pasivos y contingencias de la entidad en liquidación, en la forma que hubiere determinado el liquidador en el contrato respectivo, de conformidad con las reglas de prelación de créditos previstas en la ley".

Iterase, que no por la culminación del plazo de la liquidación, y la iniciación de la puesta en marcha del patrimonio autónomo, por fuerza del contrato de fiducia contratado por el liquidador, quede levantada la veda, en cuanto a la iniciación o continuación del proceso ejecutivo.

Lo dicho se deduce del fallo de tutela, STL8189 de 27 de junio de 2018, radicación 51540, que para mayor ilustración se trae a colación la parte pertinente:
En este orden de ideas, observa la Sala que habrá de concederse el amparo irrogado, comoquiera que en el proceso ejecutivo laboral se vulneró el debido proceso, pues los jueces no estaban llamados a resolver dicho asunto, sino que este debió acumularse al proceso de liquidación de la ejecutada, para que fuera en ese escenario que se hiciera efectivo el pago de la sentencia, de conformidad con las normas antes especiales del caso.

Lo anterior, máxime que la señora María Neila Amaya Hernández presentó reclamación ante el agente liquidador de Caprecom y mediante resolución AL-00176 del 15 de abril de 2016, se graduó y se calificó su crédito como obligación litigiosa, disponiendo que en el caso de que resultare el proceso ordinario a su favor, podía solicitar la revocatoria del acto administrativo y en su lugar, requerir la inclusión de su reclamación dentro de las acreencias laborales, pues a la fecha de la petición el juicio ordinario se encontraba en trámite.

En este orden de ideas, se concluye que existe vulneración al debido proceso por lo que se ordenará a la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué que en un término no superior a cuarenta y ocho (48) horas, declare la nulidad de todo lo actuado dentro del proceso ejecutivo laboral, a partir del auto que libró mandamiento de pago, inclusive,  y en su lugar, se ordene remitir el expediente original contentivo de dicho proceso al liquidador de la entidad para que realice el pago de las acreencias reconocidas a la señora María Neila Amaya Hernández en sentencia judicial ejecutoriada”.

Más adelante, mediante sentencia en acción de tutela, la Corte Suprema en su Sala Laboral, STL14357 del 22 de octubre de 2018, radicación 53114, reiteró los postulados precedentes, con báculo en la STL8189 del referido año, que explicó en los siguientes términos:
“En efecto, el juez colegiado para dirimir el conflicto puesto a su conocimiento, aplicó el criterio sentado por esta Colegiatura en sentencia del 27 de junio hogaño, radicación CSJ STL8189-2018, providencia en la que se analizó concretamente lo relativo a la competencia de los jueces para conocer procesos ejecutivos laborales seguidos en contra del PAR Caprecom”. 

      Es así, que en dicha oportunidad se estudió la acción de tutela que interpusiera Fiduciaria La Previsora S.A. como vocera y administradora del Patrimonio Autónomo de Remanentes PAR Caprecom Liquidado, en contra de la Corporación aquí objetada, trámite con el que se pretendía la declaratoria de nulidad de un auto que libró mandamiento ejecutivo en contra de la organización y en favor de una ex trabajadora de Caprecom EICE, a quien por sentencia judicial, le fue reconocido el derecho al pago de ciertas acreencias laborales, y esta Sala de la Corte, previo el análisis efectuado a los preceptos normativos traídos a colación en esta providencia, concluyó que los jueces no son los llamados a resolver este tipo de controversias, pues éstas, deben  acumularse al proceso de liquidación de la ejecutada, para que sea en ese escenario que se haga efectivo el pago de lo ordenado en las sentencias.

      En ese orden, es clara la posición que tiene la Sala frente al tema objeto de debate, y que será reiterada en esta oportunidad, pues basta con explicar que de un análisis concatenado de los apartes normativos a que se hizo alusión en precedencia, resulta palmario que los jueces laborales carecen de competencia para conocer de procesos ejecutivos en los que se pretende el pago de acreencias laborales a cargo del PAR Caprecom, y que fueran reconocidas en virtud de fallos judiciales, los cuales como ya se dijo, se deben hacer valer mediante la acumulación al proceso de liquidación de la entidad”.

Partiendo de las anteriores premisas, ha de pregonarse que en el caso puntual, el fallo emitido en el proceso ordinario, el 20 de noviembre de 2014, adquirió firmeza el 13 de octubre de 2016, fecha para la cual ya estaba liquidado de forma definitiva el ISS, de tal suerte que el proceso ejecutivo no debió iniciarse, sino acumularse al proceso de liquidación, que como se sabe en su fase final se constituyó la fiducia, encargada del pago de las acreencias laborales, por cuanto le corresponde a la fiduciaria en virtud del literal c del numeral 3º de la cláusula séptima del contrato de fiducia No. 15 de 2015, cancelar las condenas laborales a cargo del ISS en liquidación, “aun cuando sean proferidas en procesos que no hayan sido identificados por el liquidador de la entidad”.

A su turno el artículo 3º del Decreto 652 de 2014, dispuso que “El pago de las indemnizaciones, acreencias laborales y gastos propios del proceso liquidatario, se harán a cargo a los recursos del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación. En caso en que los recursos de la Entidad en liquidación no sean suficientes, la Nación atenderá estas obligaciones con cargo a los recursos del Presupuesto General de la Nación”.

Tal previsión armoniza con el Decreto 541 de 2016, en el evento en que la Fiduagraria S.A. certifique que el PAR ISS no cuenta con recursos para dar cumplimiento a las condenas laborales que aquí se pretenden ejecutar.
Con todo, se deja sin efecto el auto que admitió el recurso de apelación y se declarará la nulidad de todo lo actuado en primera instancia, desde el auto de mandamiento de pago, inclusive, y en su lugar, se ordene remitir el expediente original contentivo de dicho proceso al liquidador de la entidad para que realice el pago de las acreencias reconocidas a Sandra Milena Betancurt Aristizabal.
Sin costas en esta instancia por la nulidad deprecada.

En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda

RESUELVE

PRIMERO: Dejar sin efecto el auto adiado por la Sala el 31 de julio de 2018, por el cual se admitió el recurso de apelación, así como sus actuaciones posteriores. 
SEGUNDO: Declarar la nulidad de todo lo actuado dentro del proceso ejecutivo laboral, a partir del auto que libró mandamiento de pago, inclusive, ante la falta de competencia del Juzgado Quinto Laboral del Circuito para adelantar ejecuciones laborales contra el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales.

TERCERO: LEVANTAR, cualquier medida cautelar que en este proceso se encuentre vigente sobre los bienes que conforman el PAR ISS.
CUARTO: ORDENAR al Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira que remita el expediente original contentivo de dicho proceso al liquidador de la entidad para que realice el pago de las acreencias reconocidas a Sandra Milena Betancurt Aristizabal.

QUINTO: Sin costas en esta instancia por lo ya dicho.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

   Magistrado

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN


     OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA
          Magistrada





   Magistrada

          Salva voto
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SALVAMENTO DE VOTO

Con mi acostumbrado respeto, me aparto de la decisión de las mayorías con base en los siguientes argumentos:

1) Nadie desconoce que durante un proceso liquidatorio, los jueces pierden la competencia para conocer la acción ejecutiva, pero esa pérdida es temporal, no definitiva como se plantea en la providencia, competencia que se recupera tan pronto termina el proceso liquidatorio, siempre y cuando no se haya satisfecho la obligación por el liquidador. Lo anterior, se infiere de la redacción del artículo 6, literal d) de la Ley 1105 de 2006 (al cual se sometió la liquidación del ISS), el cual dispuso como obligaciones del liquidador, entre otras la siguiente: 
Son funciones del liquidador las siguientes: 

(…)

d) Dar aviso a los jueces de la República del inicio del proceso de liquidación, con el fin de que terminen los procesos ejecutivos en curso contra la entidad, advirtiendo que deben acumularse al proceso de liquidación y que no se podrá continuar ninguna otra clase de proceso contra la entidad sin que se notifique personalmente al liquidador; (Negrillas fuera de texto y para resaltar)

Como se observa, los procesos ejecutivos en curso se deben terminar y acumularse al proceso de liquidación, lo que quiere decir que tal acumulación sólo es posible mientras dura el proceso de liquidación, porque una vez finiquitada, no habría proceso al cual acumular. A su vez, ello implica que la pérdida de competencia es temporal y sólo respecto de la acción ejecutiva porque, como se aprecia también del tenor literal, el resto de acciones son perfectamente viables con la única salvedad de que de ellas se debe notificar personalmente al liquidador. 

Sobra decir que la figura del liquidador sólo se compadece mientras se tramita el proceso de liquidación, porque una vez terminado no solo desaparece la entidad sino también dicho funcionario. Luego entonces, no tendría razón de ser que la ley permita que se adelanten contra la entidad en liquidación procesos distintos al ejecutivo, pero que una vez proferida la sentencia con posterioridad a la extinción de la entidad pública, no sea posible ejecutar el fallo. Dicha conclusión contradice las propias reglas de la liquidación de entidades públicas. 

2) Aceptar la pérdida total de la competencia para ejecutar las sentencias proferidas por el propio juez contra una entidad liquidada, tiene unas implicaciones gravísimas y absurdas, a saber: i) Se cambian las reglas de competencia establecidas en los Estatutos procedimentales, cuya jerarquía es superior a la ley que regula la liquidación de las entidades públicas, en cuyo texto, valga advertirlo, jamás se derogó las reglas de competencia, salvo de manera transitoria y sólo mientras dura el proceso liquidatorio. ii) Se desconoce el proceso judicial y la fuerza de una sentencia, toda vez que de acuerdo a la tesis de esta providencia, basta que se inicie un proceso de liquidación de una entidad pública para que todo el andamiaje del poder judicial caiga al vacío, y el pago de la condena quede al arbitrio de un liquidador y/o de la Fiduciaria. iii) Lo anterior, itero, contradice la propia reglamentación de los procesos de liquidación pues la única cortapisa para los jueces de la república es la imposibilidad de tramitar procesos ejecutivos mientras dura ese procedimiento pero entre tanto, el resto de acciones (civiles, laborales, penales, contencioso administrativo, disciplinarias) pueden ser conocidas por administración de justicia: antes, durante y con posterioridad a la liquidación de la entidad. ¿Qué pasa, entonces, con los fallos en los que se impongan condenas pecuniarias a la entidad liquidada? De acuerdo a la tesis de la mayoría de esta Sala, todas esas sentencias serían un canto a la bandera porque jamás podrían ejecutarse. Su efectividad quedaría a la buena voluntad del liquidador, a la literalidad del contrato de fiducia y/o al arbitrio del PAR ISS. Nada más lejos de la realidad y nada más absurdo, porque ello es tanto como derogar el poder judicial. Resultaría en vano proferir sentencias si no pueden hacerse efectivas a través de la acción ejecutiva. iv) Resulta desproporcionado a estas alturas, cuando el ISS ya está liquidado, que se le ordene a la jueza de primera instancia que remita todo el expediente ejecutivo a la FIDUAGRARIA, cuando las propias normas de la liquidación, establecen que se deben remitir cuando a la iniciación del proceso liquidatorio estén en curso procesos ejecutivos. Jamás la norma estableció que una vez liquidada la entidad, los procesos iniciados con posterioridad deben remitirse a la FIDUAGRARIA, quien, adviértase sólo es vocera y administradora del patrimonio autónomo de remanentes. Me pregunto: ¿Qué papel cumpliría la fiduciaria frente a ese expediente?. Proseguirlo? ¿Dónde está la norma que le confiere esa competencia?. Realmente esta orden no sólo desconoce la ley sino que viola el debido proceso. 

3) La providencia no tuvo en cuenta la fecha en que se inició el proceso ordinario del cual derivó la sentencia que se está ejecutando, toda vez que el Estatuto Financiero (Decreto 2555 de 2010) al cual se remite el Decreto 2013 de 2012, establece una regulación diferente para los procesos iniciados antes de la toma de posesión de la liquidación de la entidad y con posterioridad a ella.

En efecto, reza así el Decreto 2555 de 2010: 

Artículo 9.1.3.5.10 (Artículo 46 Decreto 2211 de 2004). Reglas para el pago de obligaciones por procesos en curso. Cuando durante el proceso liquidatorio se produzcan sentencias judiciales en contra de la intervenida y las mismas estén en firme, se les dará el siguiente tratamiento para su pago: 

a) Procesos iniciados antes de la toma de posesión: El liquidador deberá constituir una reserva razonable con las sumas de dinero o bienes que proporcionalmente corresponderían respecto de obligaciones condicionales o litigiosas cuya reclamación se presentó oportunamente pero fueron rechazadas total o parcialmente, teniendo en cuenta los siguientes criterios: La prelación que le correspondería a la respectiva acreencia, en caso de ser fallada en contra de la liquidación y la evaluación sobre la posibilidad de un fallo favorable o adverso. En caso de un fallo favorable para el demandante, este deberá proceder a solicitar la revocatoria de la resolución a que se refiere el artículo 9.1.3.2.4 de este decreto, en la parte correspondiente a su reclamación y en la cuantía en la cual fue rechazada, para proceder a su inclusión entre las aceptadas y a su pago en igualdad de condiciones a los demás reclamantes de la misma naturaleza y condición, sin que en ningún caso se afecten los pagos realizados con anterioridad. Las condenas que correspondan a reclamaciones que no fueron presentadas oportunamente serán pagadas como pasivo cierto no reclamado; 

b) Procesos iniciados con posterioridad a la toma de posesión: Cuando haya obligaciones condicionales o litigiosas originadas durante el proceso liquidatorio, se hará una reserva adecuada en poder del liquidador para atender dichas obligaciones si llegaren a hacerse exigibles, o mientras termina el juicio respectivo, según el caso. Terminada la liquidación sin que se haya hecho exigible la obligación condicional o litigiosa, la reserva se entregará al Fondo de Garantías de Instituciones Financieras –FOGAFIN en calidad de mandato, o a una sociedad fiduciaria encargada de su pago. (Negrillas y subraya para resaltar)

Como quiera que este asunto encaja dentro del literal b), el liquidador estaba en la obligación, por un lado, de hacer una reserva adecuada para atender una eventual condena, y de otro, de inventariar este proceso e informar mensualmente al Ministerio de Justicia el estado del proceso (Arts. 25 y 26 del Decreto 254 de 2000, arts. 13 y 35 del Decreto 2013 de 2012), máxime cuando fue el propio liquidador quien contestó la demanda ordinaria propuesta en contra del ISS en liquidación.

En vista de este conocimiento del proceso por parte del liquidador, resulta desproporcionado afirmar que la demandante tenía la obligación de requerir a la FIDUAGRARIA para que incluyera el crédito dentro de las obligaciones a cubrir con la reserva destinada al cumplimiento de las condenas judiciales. En realidad, quien tenía la obligación de relacionar este proceso y hacer la respectiva reserva para pagar la eventual condena era el propio liquidador, como se dijo líneas atrás. Con todo, no puede pasarse por alto que la demandante puso de presente al liquidador los derechos que estaba reclamando y que aquel lo rechazó porque para el momento de la graduación y calificación de créditos no había sentencia definitiva. 

4) Los créditos laborales a cargo del ISS en liquidación tienen una regulación especial en el contrato de fiducia (literal c) numeral 3ª cláusula séptima), en el sentido de que la FIDUAGRARIA tiene la obligación de cancelar las condenas laborales “aun cuando sean proferidas en procesos que no hayan sido identificados por el liquidador de la entidad”.  Por lo tanto este crédito no es, como parece insinuarlo la confusa ratio decidendi de la providencia, un pasivo cierto no reclamado, toda vez que sólo surgió después de liquidada la entidad; ni tampoco puede supeditarse su pago a que se haga una vez se cancelen los créditos oportunamente presentados y aceptados, por cuanto las condenas judiciales proferidas con posterioridad a la liquidación del ISS tiene regulación especial y una reserva pecuniaria para su satisfacción, de modo que no puede equipararse a las demás obligaciones, máxime cuando se trata de derechos laborales. Hacerlo implicaría, eso sí, violar el derecho a la igualdad, toda vez que las condenas judiciales de derechos laborales tiene trato diferenciado. 

5) Una sentencia judicial hace tránsito a cosa juzgada, tiene fuerza coercitiva y por lo tanto, si no se cumple, surge para el acreedor la acción ejecutiva ante la administración de justicia. Por lo tanto, como quiera que no existe prueba de que la condena que se está ejecutando ha sido satisfecha, le corresponde a la FIDUAGRARIA como vocera y administradora del PAR ISS no solo atender el proceso ejecutivo, como en efecto lo está haciendo, sino pagar la obligación si hubiere recursos para ello o informar dicha situación para que de inmediato intervenga la Nación como garante de este tipo de obligaciones, máxime cuando fue el propio Liquidador quien intervino en el proceso ordinario donde se profirió el fallo ejecutado.

6) Ahora si bien esta decisión se fundamentó en el precedente de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, Sentencias de tutela STL 8189 del 27 de junio de 2018 y STL 14357 del 22 de octubre de 2018, debo decir, con todo respeto, que en tales sentencias (que además son sentencias de tutela) incurre en la imprecisión de afirmar que el proceso ejecutivo laboral debió acumularse al proceso de liquidación de la ejecutada (CAPRECOM en liquidación) cuando dichos procesos ejecutivos se iniciaron con posterioridad a la liquidación de la entidad, lo que quiere decir, que por sustracción de materia es imposible acumular un proceso a otro que ya no existe. Lo anterior se infiere de los siguientes apartes de las citadas providencias: 

SENTENCIA STL 8189-2018: 

“En este orden de ideas, observa la Sala que habrá de concederse el amparo irrogado, comoquiera que en el proceso ejecutivo laboral se vulneró el debido proceso, pues los jueces no estaban llamados a resolver dicho asunto, sino que este debió acumularse al proceso de liquidación de la ejecutada, para que fuera en ese escenario que se hiciera efectivo el pago de la sentencia, de conformidad con las normas antes especiales del caso”. (Negrillas para resaltar).


SENTENCIA STL 14357-2018:

“En ese orden, es clara la posición que tiene la Sala frente al tema objeto de debate, y que será reiterada en esta oportunidad, pues basta con explicar que de un análisis concatenado de los apartes normativos a que se hizo alusión en precedencia, resulta palmario que los jueces laborales carecen de competencia para conocer de procesos ejecutivos en los que se pretende el pago de acreencias laborales a cargo del PAR Caprecom, y que fueran reconocidas en virtud de fallos judiciales, los cuales como ya se dijo, se deben hacer valer mediante la acumulación al proceso de liquidación de la entidad”. (Negrillas para resaltar).
Dicha imprecisión debilita la ratio decidendi de tales sentencias.

7) Finalmente, y a fuerza de volverme reiterativa, jamás las normas que regulan la liquidación de entidades le quitan la competencia a los jueces de la república de hacer efectiva las sentencias que profieran con posterioridad a la liquidación de las entidades públicas, ni menos que de tales procesos conozcan las fiduciarias encargadas de administrar el patrimonio autónomo de remanentes como se dejó sentado en el auto del cual me aparto. A lo sumo, durante el proceso de liquidación y sólo mientras éste dura, los jueces pierden temporalmente competencia para continuar procesos ejecutivos o para iniciarlo por obligaciones adquiridas con anterioridad a la toma de posesión de la entidad que se va a liquidar.   

Bajo esas circunstancias no hay razones para declarar la nulidad de este proceso y por lo tanto lo que correspondía era decidir de fondo el recurso de apelación.

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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